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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Álvaro F. Lorenzo. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Bernini, Diego Cánepa, Diego Guadalupe Bremna, Jorge 
Orrico, Edgardo Ortuño y Javier Salsamendi. 


SEÑOR PRESIDENTE (Lorenzo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Vamos a proponer un intermedio hasta la hora 15. 
Se va votar. 


(Se vota) 
——— Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 15. 


Continuamos con el trabajo referido al proyecto de ley sobre declaración judicial del concurso y 
reorganización empresarial. 


Habíamos quedado en el segundo inciso del literal B) del artículo 172, que quedó desglosado. 
Yo había pedido la palabra y quería hacer algunas manifestaciones respecto de este artículo. 


Me parece importante situarnos en el ámbito en el que estamos. Tenemos un proyecto que tiene dos objetivos, 
como todo proceso concursal: tratar de recuperar al concursado aclaro que estoy hablando del concurso como 
instituto general en el Derecho Privado cualquiera sea la rama o tratar de asegurarse la mejor posibilidad de 
cobro de los acreedores del concursado. Algo que se busca en los sistemas concursales es asegurar la 
continuidad de la persona en concurso y, en particular en el Derecho Comercial, asegurar la continuidad de 


una persona cuya especificidad es una actividad económica y que, por lo tanto, involucra, además, otro tipo 
de relaciones más allá de la relación acreedor-deudor, como las relaciones laborales y otras situaciones que 
giran alrededor de las actividades comerciales. 


Con respecto a este artículo, estamos en una situación muy particular de insolvencia y concurso cuando es 
mejor para los acreedores la venta en bloque de la empresa y no la liquidación de sus activos. 


¿Por qué hago toda esta introducción? Porque me parece importante tener claro el sentido que tiene este 
artículo en particular para ver si una intención loable, como es que los propios trabajadores puedan ser los 
continuadores de la empresa, cumple con ese objetivo macro que es tratar de obtener la venta en bloque de la 
empresa. 


Al obtener la venta en bloque de la empresa se cumple, por un lado, el objetivo de que los acreedores tengan 
un mejor pago de sus créditos y, por otro, la continuidad de la empresa. Al asumir que en muchos casos en la 
mayoría parte de los pasivos son los laborales, el hecho de que los trabajadores puedan constituirse en una 
persona jurídica cediendo sus créditos es un factor que agrega viabilidad a la empresa. El hecho de que sean 
los propios trabajadores tiene la ventaja de que son personas que están involucradas en la empresa y 
comprometidas con su futuro, por un lado, y por el otro, son personas que disponen de créditos que en otra 
solución no serían disponibles y estarían en una relación laboral simple, con un crédito privilegiado en caso 
de liquidación de activos o frente al precio de la venta en bloque. 


El otro punto que quería considerar era la naturaleza, por lo menos en el mundo actual, de la empresa. Hoy en 
día todo el mundo es consciente de que la empresa es más que recursos materiales y fuerza de trabajo 
aplicada a esos recursos que obtienen un valor, y que tiene mucha relevancia el conocimiento, las 
capacidades, las habilidades. Hay un conjunto de elementos que incluso en la sociedad del conocimiento ha 
dado lugar a empresas cuyo valor pasa exclusivamente por eso y ni siquiera por su fuerza de trabajo o 
eventualmente por recursos que pueden ser absolutamente mínimos. Esto lo digo porque quiero agregar un 
elemento a considerar y es que en la venta en bloque el juez debería valorar cuál es la mejor oferta, 
atendiendo a la continuidad de la empresa. La venta en bloque es una liquidación total para los cobros que 
tiene una continuidad en su implementación. El hecho de generar una restricción al juez para valorar el caso 
concreto, estableciendo una preferencia la que estaría dispuesto a incluir, si no se aclara que el juez puede 
valorar otros factores, porque en la redacción se habla de igualdad de condiciones sin especificidad, quizás 
sea una forma de asegurarse que esa preferencia agregue un elemento que quita viabilidad a la empresa, ya 
que no se toman en cuenta otras consideraciones. Yo dudo que un juez pueda llegar, ante este artículo 
redactado tal como está, a valorar otros elementos en ese análisis que tiene que hacer de las condiciones 
iguales que darían lugar a la preferencia. No quiero complicar la redacción del artículo porque sé que es 
difícil. No estoy en desacuerdo en establecer la preferencia en igualdad de condiciones, pero las condiciones 
son de difícil valoración. Incluso, en la sesión pasada el señor Diputado Salsamendi hizo referencia a la idea 
planteado por el señor Diputado Orrico en un encuentro de marketing de la empresa. No hablo como si 
estuviera descubriendo algo, pero sí entiendo que hay que tomarlo en consideración porque hoy en día la 
empresa es algo más que bienes y fuerza de trabajo aplicada. Podríamos entrar en otros aspectos filosóficos 
respecto de la naturaleza de la empresa, que es una institución social desde que cuatro hombres se juntaron 
para cazar un mamut. 


Después hay otro análisis que tiene que ver con otras concepciones, pero no estoy tratando de discutir en ese 
plano sino decir que hoy todo el mundo está de acuerdo en que una empresa es más que recursos materiales y 
fuerza de trabajo, o que, en todo caso, la fuerza de trabajo tiene que ver con muchas otras cosas más que con 
algo físico. Entonces, en las condiciones de evaluación de la mejor oferta para la venta en bloque es difícil 
considerar eso. Creo que debe ser analizado caso a caso. Si no lo estableciéramos como un caso a caso, hay 
que pensar que si Juez que no necesariamente debe tener habilidades para evaluar las condiciones en las que 
se hace la oferta de venta en bloque porque es un Juez y no un estratega empresario, y además hay distintas 
opciones que se pueden manejar de acuerdo al gusto o a la mejor estrategia está en condiciones de resolver. 
Va a terminar pasando que las condiciones van a ser exclusivamente de precio y la preferencia va a operar si 
en la oferta está incluida una sociedad o una cooperativa de trabajadores. 


A pesar de que no está desglosado, creo que en el primer inciso del literal B) habría que establecer una 
condición cuantitativa para establecer que esa sociedad de trabajadores tiene la preferencia en cuanto a 
mayoría de trabajadores o cantidad de créditos laborales, porque de lo contrario puede dar lugar a 


interpretaciones. Inclusive, puede darse el caso de que haya dos cooperativas de trabajadores en ofertas 
distintas. 


SEÑOR ORRICO.- En general, estoy de acuerdo con lo que dice el señor Presidente, pero no hay una 
solución matemática, cuantitativa, objetivable, si es que cabe el término. 


Supongamos una empresa que vende encuestas. ¿Cuál es la oferta? ¿El papel en que la van a hacer? No. El 
mundo moderno creo que cada vez más ha llevado al concepto de empresa actividades que antes no eran 
consideradas tales. La gente se sigue refiriendo a empresas con mentalidad del siglo XVIII, es decir que 
habla de bienes: del maíz, del arroz o de la carne. Eso era una empresa, y lo otro no era producción. 
Entonces, me parece por lo que veo que con principios generales de este tipo, esto se salva. Para tratar de 
hacer esto lo más objetivamente posible va a haber un procedimiento con abogados, abogados defensores, 
contadores, peritos y demás, pero, indudablemente, hay un momento en que va a entrar en juego la 
subjetividad de quien lo analiza y va a gustar más una oferta que otra, no en función de elementos 
matemáticos sino en función de una interpretación de la realidad que no tiene por qué ser necesariamente la 
correcta, ya que la interpretación de la realidad es hacia el futuro. En consecuencia, es casi una adivinanza 
con fundamento. El tema es insoluble. Lo que me parece fantástico es que se esté planteando. 


SEÑOR CÁNEPA.- En realidad, puedo compartir en el aspecto conceptual la discusión que transmitía 
el señor Presidente, pero en el proyecto están establecidos estos criterios con límites numéricos. El 
propio literal C), que ya votamos lo podemos rediscutir, establece varios criterios. En primer lugar, 
para el caso de venta en bloque recordemos que estamos en el Título VIL, Liquidación y Pago, la 
innovación más grande que tiene en esta parte el proyecto con respecto a la actual legislación es que 
primero se va hacia una venta en bloque de la empresa que hoy no es posible. Además, se establece un 
mecanismo para la venta en bloque que es a través de una liquidación con un proceso y un pliego 
licitatorio que establece algunos pasos. Las condiciones no fueron establecidas claramente en el 
proyecto, pero se establece un plazo, ya que para la adquisición en bloque de la empresa podrán pasar 
más de noventa días de decretada la liquidación. Además, se determinan las bases para la licitación, 
después de aprobado por el Tribunal a propuesta del Síndico artículo 172, literal C) con las mismas 
partes establecidas en el numeral 6) del artículo 123, que es el que habla de la tasación. Después voy a 
hacer un comentario al respecto, porque creo que deberíamos hacer un cambio en el artículo 123. 


El literal C) dice que se abre un período de formulación de ofertas, y ya se establece un primer límite, porque 
este es un mecanismo de solución, pero no es el único, ya que el primer paso es ir a la venta en bloque de la 
empresa, aunque puede quedar desierta dicha venta. De hecho, en los artículos posteriores desde el 

artículo 174 en adelante se dice que en caso de no lograrse la venta en bloque de la empresa, ahí se va al 
sistema de venta en partes. Pero ninguna oferta puede ser menor ninguna oferta al 50% del valor de tasación 
que haya hecho el Síndico, de acuerdo al numeral 6) del artículo 123 que, como dije anteriormente, después 
voy a comentar. 


Además, ya se establece un criterio, que puede ser discutible. No digo que no haya que cambiarlo, sino que 
ya estaba solucionado. Establece que se aceptará la mayor oferta al contado. Este es un criterio numérico. Por 
tanto, cuando en el literal anterior en el caso del sustitutivo que estamos presentando se habla de igualdad de 
condiciones propuestas, es porque el proyecto ya establece que la condición más relevante es el precio. En el 
literal C) se determina que el único elemento legal es que la mayor oferta contado es la que gana en esa 
subasta, siempre que supere el 50% de la tasación, salvo aquí hay una excepción que acreedores que superen 
el 75% del pasivo quirografario acepten una oferta mayor a crédito, o sea por medio de una financiación. Aun 
se pone una salvedad, porque tienen poder de veto sobre esa posibilidad de dar la venta a crédito por encima 
de una oferta contraria quienes este proyecto llama "acreedores privilegiados", que continúan siendo los 
acreedores hipotecarios y los acreedores prendarios que, como tienen derechos reales sobre la cosa, más allá 
de la cantidad de deuda o de pasivo que representen, tienen una especie de poder de veto esto lo digo yo; 
seguramente quien lea esto diga que técnicamente es incorrecto, porque si el 75% está de acuerdo pero los 
acreedores privilegiados no, no va ser posible la venta a crédito. Lo que está claro podemos modificarlo, pero 
yo estoy de acuerdo es que el criterio rector es el precio, porque si hay una oferta contado que supera el 50% 
y una es más alta que otra, esa es la que gana, no importa que sea cooperativa de trabajadores o lo que fuera. 


Por lo tanto, la única forma de que haya igualdad de condiciones es que exista igualdad de precios. Comparto 
que podría haber una cantidad de subjetividades, que podrían variar con el tiempo. Inclusive, si se intentara 
que este proyecto tuviera algún vicio de permanencia, me parece muy bien que no establezca las condiciones 
del pliego, porque estas pueden ir variando de acuerdo al rubro de cada empresa. Por eso es que el Síndico 
entrega un informe al Tribunal, que este debe aprobar, porque los pliegos deben ser modificados. Por eso se 
establece claramente que hay un valor que tiene preeminencia a nivel legal que es el precio. 


En mi opinión no he consultado a los compañeros al respecto, creo que está bien establecer un criterio legal 
que esté por encima de los criterios subjetivos, que disponga que el precio contado gana sobre otro. Por lo 
tanto, interpreto quizás me equivoque que queda claro que cuando se habla de igualdad de condiciones se 
quiere decir igualdad de precios, porque es lo que establece el proyecto. En ese sentido, creo que no existe la 
desvirtuación que señaló el señor Presidente, quien formuló un planteamiento muy inteligente, al decir que 
quizás se estaba desvirtuando el fin que se busca. Comparto que es muy difícil que el Juez pueda decidir cuál 
es el mejor plan de negocios para una empresa determinado en cierto momento. Es algo bastante discutible. 
Por esa razón, me parece mejor que la ley establezca claramente que el primer criterio a tener en cuenta es 
quién paga más al contado, aun no siendo el mejor plan de negocios para la empresa. 


Creo que el punto está bien resuelto, que hay que mantener el inciso segundo tal como está redactado, porque 
la igualdad de condiciones propuesta sería de Perogrullo decirlo es de precios, es decir, bastaría con que 
alguien ofertara un peso más que otro para que esa preferencia no operase. Esa es mi opinión. 


Por otra parte, cuando se habla de la venta en bloque y de la tasación de la venta en bloque de la empresa se 
toma como piso el 50% del valor de tasación como base de esa subasta se remite al numeral 6) del 

artículo 123, que dice: "La tasación a valor de liquidación de la empresa en partes. Dicha tasación deberá ser 
realizada por el Síndico [...] La tasación deberá expresarse en Unidades Indexadas". Todos somos conscientes 
de que no es lo mismo la tasación del valor de una empresa como unidad económica que la suma de las 
partes de dicha empresa. Creo que ahí existe una diferencia, una falta de concordancia en el proyecto, porque 
si vamos a establecer el 50% de la tasación de la empresa, debería ser una tasación del mismo Síndico. 


Propongo que en el artículo 123 se establezca: "La tasación a valor de liquidación de la empresa en partes y 
como bloque único", como empresa única. Esas son las dos tasaciones que contiene el informe original. Uno 
va a servir para tener la tasación en parte para el final de la liquidación, que podría ser en partes, y en el otro 
va a quedar establecido claramente, a partir de ese informe, que el 50% de esa tasación del bloque único será 
el piso de esta subasta. 


Me parece que existe una falta de concordancia en este numeral 6), que quizás se salve. No comparto que la 
tasación sea en partes y se tome para la venta en bloque la tasación en partes, porque creo que podría llegar a 
ser injusto con respecto al valor de la empresa. 


El planteamiento del señor Presidente sirvió mucho para aclarar hasta dónde puede llegar el alcance de este 
artículo. Comparto su afirmación de que podría generar discusiones. Soy consciente de que las noticias luego 
se traducen en trazos gruesos y tienen golpe de efecto, pero creo que desde el punto de vista estrictamente 
jurídico con respecto al alcance se establece claramente un criterio rector objetivo que es el precio, y se habla 
de igualdad de condiciones si hay igualdad de precios. Si no hay igualdad de precios, no opera esta 
preferencia. 


En cuanto a nuestra voluntad de dejar establecida esta preferencia, el señor Diputado Salsamendi explicitó en 
su momento que es la posición de la bancada de Gobierno. El aporte del señor Presidente era básicamente 
para advertirnos que quizás no estemos logrando el objetivo que se persigue. Creo que sí, porque es bastante 
equilibrado y existe un concepto rector. 


En otra parte se dice que la venta la otorgará el Juez de concurso y estará a la tradición. Es como la venta 
forzada prevista en el artículo 770 del Código Civil. No sé si se trata del caso cuando el Juez hace tradición 
por las ventas forzadas. Pregunto a los colegas al respecto. Consulté el Código Civil. En este caso no se trata 
de una venta forzada sino de una subasta. No sé si estoy confundido y está bien la referencia que hace el 
Código Civil. 


(Diálogos) 


El señor Diputado Salsamendi me acaba de señalar un error. Dije que los créditos privilegiados eran la 
hipoteca y la prenda. Según el artículo 109 que votamos, son privilegio especial. Créditos privilegiados son 
los que se establecen en el artículo 110. Por este proyecto hemos creado los créditos privilegiados especiales 
y los privilegiados. Está claro que no se trata de prenda e hipoteca, sino que cualquier acreedor privilegiado 
puede oponerse a que se haga una venta en bloque a crédito, es decir que el precio sea integrado a crédito. 


Estoy tan acostumbrado al sistema actual, que cuando estamos votando el cambio igual mantengo los 
criterios establecidos en la anterior ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No se trata de un error. Lo que se está cambiando en este caso es la 
nomenclatura, más allá de que en la teoría general los créditos privilegiados después se derivaban en 
los privilegiados propiamente dichos y en los preferentes. Ahora estamos en otra cosa. Ese tipo de 
aclaraciones no necesariamente asumen un error. 


Quiero decir que el señor Diputado Cánepa me convenció, porque en realidad mi argumentación trataba de 
"complejizar" algo para dar viabilidad, cuando estaba poniendo el ejemplo en manos de alguien que no tiene 
por qué asumir esa complejidad, que es el Juez. Al final uno fija un mecanismo de mercado, claro, que es el 
precio, y quienes deben evaluar cuánto están dispuestos a pagar en función de su estrategia, su éxito, sus 
habilidades, capacidades, etcétera, son quienes ofertan. Es decir que lo que se debe tener en cuenta es el 
precio. 


También se podría decir que en el inciso segundo, aplicando el mismo criterio, quien tenga los créditos en la 
oferta podrá tener un precio mejor, y esa preferencia la marcará precisamente el precio, y tendrá mejores 
posibilidades, sin restringir. No estoy en contra de establecer la preferencia. Insisto esto no se refiere al 
inciso segundo que habría que establecer criterios cuantitativos para las sociedades de trabajadores y 
cooperativas, porque si no podríamos entrar en una disputa difícil si los trabajadores están divididos o solo 
dos trabajadores en doscientos cincuenta se ponen de acuerdo con alguien que viene a hacer una oferta, que 
puede ser lo mismo pero que no es igual. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En el inciso final del proyectado artículo 237 bis o 238, se señalaba: "La 
cesión definitiva podrá darse siempre que la Cooperativa o la Sociedad Comercial esté integrada de tal 
forma que más del cincuenta por ciento (50%) de la propiedad de la misma correspondiera a los 
trabajadores que desarrollaban actividad personal en la misma" allí debería decir "en esta" "en el 
inicio del proceso concursal y que, en caso de adoptar la forma de sociedad anónima o en comandita 
por acciones, las acciones de los trabajadores sean nominativas no endosables'. Me parece que lo 
correcto sería que el artículo expresara que podrán formularse ofrecimientos por parte de la 
cooperativa o sociedad comercial de trabajadores de la empresa subastada que se constituya en los 
términos y condiciones establecidos en el cuarto inciso del artículo 238, si es que queda con ese número. 
La otra posibilidad es reiterar todo ese largo párrafo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás se podría hacer al revés: definir la situación en el primer artículo que 
aparece en la ley, que es el de la venta en bloque y que establece la preferencia, y luego remitirse a ese 
artículo en el 238, porque este determina la cesión precaria que se da en esa situación y será definitiva 
si se cumple con los requisitos. 


Me parece importante establecer no solamente los criterios de que la cooperativa o sociedad comercial esté 
integrada con ese cincuenta por ciento por lo menos, sino que además haya que calificar los créditos 
cualitativa o cuantitativamente; creo que sería cuantitativamente, pero debería contemplarse el número de 
personas y, eventualmente, el valor de la entidad a la que le vamos a dar esta preferencia, es decir, la 
cooperativa o la sociedad comercial integrada por trabajadores, porque de lo contrario puede haber 
problemas. Es decir que en el conjunto de los trabajadores debe haber conciencia de que tienen que llegar a 
un acuerdo para eso y no facilitar la intervención externa en ese conjunto. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


De acuerdo a lo acordado, el literal B) del artículo 172 quedaría redactado de la siguiente manera: "Podrán 
formularse ofrecimientos por parte de la Cooperativa o Sociedad Comercial de Trabajadores de la empresa 


subastada que se constituya y esté integrada de forma tal que más del cincuenta por ciento (50%) de la 
propiedad correspondiera a los trabajadores que desarrollaban actividad personal en la misma en el inicio del 
proceso concursal y que, en caso de adoptar la forma de sociedad anónima o en comandita por acciones, las 
acciones de los trabajadores sean nominativas no endosables". 


Luego, el mismo inciso continuaría diciendo: "La misma podrá hacer valer en su oferta los créditos laborales 
a ser renunciados por sus miembros. El magistrado actuante podrá considerar, a solicitud de parte, como 
integrante de la oferta, la circunstancia prevista en el inc. 3” del numeral 2 del art. 174". 


Después viene el segundo inciso, que vamos a votar por separado. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el texto propuesto para el primer inciso del literal B) del 
artículo 172. 


(Se vota) 
——- Seis por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad. 


El segundo inciso del literal B) del artículo 172 dice: "El ofrecimiento formulado por esta Cooperativa o 
Sociedad Comercial tendrá preferencia por sobre los restantes oferentes en caso de igualdad de condiciones 
propuestas". 


En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 
——- Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En función a la duda que se planteara oportunamente, la Mesa dará lectura al artículo 770 del Código Civil, 


que expresa: "En las ventas forzadas, que se hacen por decreto judicial, a petición de un acreedor, en pública 
subasta, la persona cuyo dominio se transfiere es el tradente y el Juez, su representante legal". 


Aunque la situación que estamos considerando no sea la venta forzada a la que se refiere el Código Civil, de 
alguna manera la referencia a ese artículo deja sentado quién es el tradente y quién es su representante legal. 


SEÑOR CÁNEPA.- De acuerdo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 238. 


Habíamos acordado simplificar la redacción que se le había dado en su último inciso y que lo referiríamos al 
literal B) del artículo 172. | 


Entonces, el último inciso del artículo 238 quedaría redactado de la siguiente manera: "La cesión definitiva 
podrá darse siempre que la cooperativa o la sociedad comercial esté integrada de la forma establecida en el 
literal B) del artículo 172". 


SEÑOR ORRICO.- ¿Queda para el caso de que existan exclusivamente acreedores? 
SEÑOR SALSAMENDI.- Sí. 
SEÑOR ORRICO.- Creo que la expresión "Para el caso en que" debe sustituirse por "Cuando". 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a pedirle al señor Diputado Orrico que lea la totalidad del 
artículo 238. 


SEÑOR ORRICO.- "Artículo 238 (Abandono de empresa).- Cuando existan exclusivamente 
acreedores laborales y el deudor no se hubiera presentado a promover su propio concurso, se podrá 
aplicar a solicitud de los acreedores ' esto último entreguionado "la disposición del artículo 174 
numeral 2”, asignando a la Cooperativa de trabajadores u otra modalidad empresarial que estos 
determinen, en forma provisional," eso iría entre comas "el uso precario de la empresa". 


Esta redacción no tenía puntuación, por lo que iba a dar lugar a cualquier interpretación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Después sigue el artículo tal como estaba redactado. Y el último inciso es el 
que leímos inicialmente. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 238 con las modificaciones propuestas. 


(Se vota) 
——- Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Hay otras modificaciones que estamos planteando, que son relativamente 
pequeñas en cuanto a lo que implican desde el punto de vista de los agregados, aunque obviamente 
tienen su importancia. 


Voy a hacer algunas aclaraciones para la Secretaría, porque cometí un error en la presentación de los artículos 
que se van a modificar. 


En el artículo 6%, en realidad, no hay modificaciones. Ciertamente lo presenté, pero es una aclaración que 
resulta redundante. 


El artículo 8” se refiere a la solicitud de concurso por parte de otros legitimados. En la parte final del artículo 
decía: "El juez podrá exigirles la constitución de contracautela por los perjuicios que su solicitud pudiera 
causar," y se propone agregar la expresión: "estando eximidos de esta obligación los acreedores laborales". 
Este concepto es obviamente discutible, lo tenemos claro. Es más: no tenemos inconvenientes en plantear que 
en la discusión que tuvimos los integrantes de la bancada del Frente Amplio no necesariamente estuvimos 
todos de acuerdo en un primer momento, pero nos pareció que, como criterio general, realmente lo mejor era 
no exigir contracautela en el caso de acreedores laborales. Podía existir la posibilidad de dejarlo en manos del 
propio magistrado, según los casos, etcétera. Quiero decir: reconozco que este es un tema que siempre puede 
ameritar diversos puntos de vista, discusiones, etcétera, pero después de mucho análisis, sinceramente nos 
pareció que la mejor solución era esta. Esto es lo que quería decir con respecto al artículo 8”. 


El artículo 59, sobre el cual presentamos eventuales modificaciones, tampoco sería objeto de cambios en este 
caso. En cuanto al primer inciso del artículo 62 "Situación de los créditos laborales", el proyecto original 
culminaba diciendo: "(...) que se hubieran devengado hasta doce meses antes de la declaración de concurso". 
Ahora se propone agregar lo siguiente: "(...) que se hubieren devengado y no estuvieran prescriptos". Es 
decir, se elimina la frase "hasta doce meses antes de la declaración de concurso", y se sustituye por "y no 
estuvieran prescriptos"”. 


(Diálogos) 


SEÑOR ORRICO.- Conviene que lea nuevamente el artículo 62, con las modificaciones propuestas: " 
(Situación de los créditos laborales).- Existiendo recursos líquidos suficientes o bienes fácilmente 
realizables en la masa activa, y siempre que la disposición de los mismos no afecte la viabilidad de la 
continuación del giro del deudor, el Síndico o el Interventor previa autorización judicial dispondrá el 
pago anticipado de los créditos laborales de cualquier naturaleza que se hubieran devengado y no 
estuvieren prescriptos". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, se propone modificar el inciso primero del artículo 62, y los 
incisos segundo, tercero, cuarto y quinto se mantienen como estaban redactados. El artículo termina en 
el inciso quinto que dice: "En caso de que los bienes fueran insuficientes para la cancelación de los 
créditos laborales, se aplicará lo dispuesto en el artículo 183", y viene la Sección II. 


SEÑOR SALSAMENDI.- La redacción alternativa al artículo 64 dice así: "(Suspensión del 
devengamiento de los intereses).- Desde la declaración de concurso, se suspenderá el devengamiento de 
los intereses salvo los créditos prendarios e hipotecarios hasta el límite de su respectiva garantía, y los 
créditos laborales". Luego el artículo continúa de la misma manera: "La suspensión del 
devengamiento de intereses se establece sin perjuicio de lo que resulte pactado en el convenio o acuerdo 
privado de reorganización entre el deudor y sus acreedores y de la compensación establecida por el 
artículo 188 en caso de resultar un remanente luego de la liquidación del patrimonio del deudor". 


En los artículos 106, 109 y 110 no se introducen más cambios. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que los artículos modificados son el 8”, el 62 y el 64. 


SEÑOR CANEPA.- En el artículo 8” el señor Diputado Salsamendi expresó la posición de la bancada 
de Gobierno, pero es pública mi posición contraria, que he señalado en seminarios, conferencias y 
otros ámbitos. Debo ser intelectualmente honesto y decir que voy a acompañar la posición del 
Gobierno a pesar de que no comparto la solución de los créditos laborales incluida en el artículo 8”, 
aunque comprendo la posición de quienes la sostienen. 


Como no comparto la posición de eximir a los créditos laborales, me veo en la obligación de hacer esta 
salvedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se van a votar los artículos propuestos. Yo me voy a referir al artículo 8”. Los 
créditos laborales, como cualquier otro crédito, están considerados en la redacción anterior, es decir 
que cumpliendo ciertos requisitos para su verificación mínima cuando hablo de verificación no me 
refiero al mecanismo de la verificación de créditos de los procesos concursales tienen la misma 
legitimación que otros. Al quitarle la contracautela estamos habilitando un mecanismo fácil de 
iniciación de los procesos concursales establecidos en esta ley ante cualquier incumplimiento laboral 
por mínimo que sea. Es muy probable que este mecanismo lleve a que el Juez de la causa, como tiene 
que considerar la insolvencia y todos los supuestos de la ley, haga un trabajo de análisis y llegue a la 
conclusión de que la situación de insolvencia no es tal. Pero al quitar la contracautela, lo que estamos 
haciendo es generar un mecanismo que no le va a ocasionar ningún problema a la empresa salvo el 
pago de los honorarios respectivos para comparecer en el juicio pero sí grandes problemas al sistema 
judicial y a los jueces que van a entender en estos asuntos. Aquí se está transfiriendo una situación 
laboral y generando un mecanismo que termina siendo absurdo. Es inocuo con respecto a los efectos 
buscados y perverso para el sistema judicial. Creo que esta es una modificación mal pensada lo digo 
con respeto, y esto solo puede ser esgrimido por juristas que ejercen restringidamente un campo sin 
considerar el resto del sistema. Si nosotros como legisladores aprobamos este artículo 8” estaremos 
generando problemas al Poder Judicial, nada más. No estamos generando garantías a los trabajadores 
ni derechos que no tuvieran con anticipación sino que simplemente estamos facilitando un mecanismo 
para iniciar un proceso como el que se está regulando en este proyecto de ley, que es muy complejo y 
que en mi opinión no puede ser comenzado así como así, sin ningún tipo de contracautela o, por lo 
menos, sin algún requisito o exigencia mayor que el mero hecho de revestir la naturaleza de crédito 
laboral. 


Por lo tanto, voy a votar en contra de este artículo porque creo que con él voy a utilizar un término vulgar se 
está destartalando el proyecto de ley. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Voy a ser extremadamente breve. 


Efectivamente, este también es uno de los tantos temas que admiten puntos de vista diferentes y discusiones. 
Con los mismos argumentos que se manejaban puede señalarse que en muchos casos la exigencia de la 


contracautela para iniciar este procedimiento en particular o cualquier otro, que tiene características distintas 
que en otras áreas del Derecho, en ciertos casos también podría inhibir la posibilidad real del ejercicio de esa 
acción, de ese derecho, etcétera. Entonces, aceptando lo discutible del tema, parece que en principio esta es la 
mejor solución posible a los efectos de intentar compatibilizar intereses necesariamente enfrentados que 
afectan derechos esenciales en cualquier caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que aquí hay una confusión enorme. 


Con este proyecto de ley estamos regulando un instituto que es de naturaleza excepcional, no porque no haya 
sido regulado en la historia del mundo jurídico sino porque se asume que la normalidad de la situación es que 
una empresa funcione, cumpla con sus obligaciones. Eso sucede en el mundo, pero hay una situación en la 
cual eso no se da y se produce un caso de insolvencia, lo que hace operar el concurso y la reorganización 
empresarial. Asimismo, en otro campo del derecho se regulan las relaciones laborales que en una situación 
normal son de cumplimiento. Se establecen condiciones por la asimetría que existe en la relación, de manera 
de garantizar derechos, pero funciona. ¿Cuál es la situación anormal en derecho comercial o derecho 
concursal? El concurso, cuando se produce la insolvencia. Aquí estamos regulando lo que pasa con una 
empresa que tiene problemas, con el fin de que se recupere de ellos o se liquide y todos cobren de la mejor 
manera posible, respetando privilegios, que es de lo que estamos hablando. 


En otro plano del mundo jurídico hay una situación laboral normal que está manejada de manera irregular o 
hay incumplimientos, entonces hay otra rama del derecho, otros Juzgados, otros espacios y acciones que 
están regulados con mecanismos que ponen a favor del trabajador elementos que en otra rama del derecho no 
se admiten. El trabajador puede pedir un embargo sin contracautela, y si yo soy acreedor con un vale y pido 
el embargo, si está vencido, también, porque tengo el vale vencido. Pero si voy con un crédito comercial 
común a pedir el embargo, aparece una laguna en el derecho, hay peligro de frustración y tengo que poner 
una contracautela. Los créditos laborales ya tienen un conjunto de normas, una rama del derecho y una 
judicatura especializada en la que funcionan estos mecanismos. Acá se está trasladando del derecho laboral a 
otra situación excepcional, que es la de concurso, un mecanismo que es el de la promoción del proceso 
concursal o sea, la legitimación, estableciendo que este se inicia sin la contracautela. Entonces, estamos 
poniendo en marcha un mecanismo que a efectos de la preservación de los derechos laborales no tiene ningún 
efecto, por lo menos, ninguno mejor que el de las propias acciones laborales, salvo el hecho de que vamos a 
permitir el inicio de una acción, complicando a los Jueces que tengan que ver en el tema concursal. 


Digo esto como fundamento, pero, además, porque no acuso recibo de los comentarios que se han hecho, 
porque lo que se está haciendo acá es distorsionar un instituto con una intención de preservación de derechos 
laborales que está totalmente cubierta en el régimen laboral común donde el embargo está agilitado sin 


contracautela, y realmente estamos generando esto es lo que me preocupa a mí un problema para los procesos 
concursales. 


Corresponde votar los artículos con las modificaciones propuestas. 
(Diálogos) 

(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 8 propuesto. 


(Se vota) 
——- Cinco en seis: AFIRMATIVA. 


Corresponde pasar a votar el artículo 62. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


——— Cinco en seis: AFIRMATIVA. 


Si no se hace uso de la palabra, se va votar el artículo 64. 


(Se vota) 
——- Cinco en seis: AFIRMATIVA. 


A manera de fundamento de voto del artículo 64, quiero decir que esta es otra distorsión absoluta. Estamos 
ante una situación de concurso, donde se intenta definir en determinado momento cuánto se le debe a cada 

uno, para saber cómo liquidar, y acá hay un conjunto de créditos que quedan congelados y otros que siguen 
con el reloj del tiempo y el interés. 


Entonces, esto genera una rueda interminable; es como un concurso por aproximaciones sucesivas. Es 
fantástico. 


SEÑOR CÁNEPA.- Entonces, el señor Presidente está en contra de que también hubiera una 
suspensión para los créditos prendarios e hipotecarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, porque los prendarios e hipotecarios tienen un corte, que es el límite de 
su propia garantía, según la redacción del artículo. Entonces, llega un punto en que también se cortan 
y el saldo pasa a ser quirografario, si existe. 


SEÑOR CÁNEPA.- Comparto lo que dice el señor Presidente, porque puede darse la hipótesis de que 
estemos abriendo una situación de indeterminación del pasivo que tiene el deudor en el caso del 
concurso. Pero el propio Presidente manejó hace varias sesiones, discutiendo por otro tema, que 
estamos en un sistema diferente, por lo menos de acuerdo a cómo está pensado que opere en la realidad 
este proyecto de ley. La idea es que va a haber concursos que no deberían tener la duración que han 
tenido hoy otro tipo de mecanismos, como el concordato preventivo, la moratoria, e inclusive la 
quiebra, porque los tiempos de resolución de la masa de acreedores y los de la fijación son mucho 
menores de los que existen en la legislación actual. Por lo tanto, yo puedo comprender que esto es una 
innovación que distorsiona un régimen general; y también puedo entender el argumento implícito que 
usted menciona, señor Presidente, cuando dice: "Si hay créditos prendarios e hipotecarios que son 
privilegios especiales, agregar los laborales, que no son privilegiados especiales, puede llegar a generar 
una distorsión". Y en cuanto a la indeterminación, los créditos hipotecarios y prendarios van hasta el 
límite de la garantía y los laborales no sé cuándo terminan, pero objetivamente los tiempos de 
resolución, por esta misma razón que usted está dando, constituye un estímulo para la rápida 
resolución del problema para los otros acreedores, que, normalmente, en este tipo de concurso, tienen 
mayoría de deuda o pasivo por encima de los acreedores laborales. Por lo tanto, si la deuda laboral 
sigue creciendo y la de otros acreedores no, eso significa claramente un estímulo es mi opinión y por eso 
lo estoy acompañando en cuanto a la necesidad de que se reúnan las mayorías necesarias para acordar 
con el deudor. 


Entonces, si bien es una distorsión yo no digo que no, porque la palabra está bien utilizada, no creo que sea 
un disparate. No digo que lo haya dicho usted, señor Presidente, pero se podría inferir por la forma en que se 
puede haber planteado. Creo que es un mecanismo más duro, pero que genera un estímulo a la necesidad de 
un acuerdo más rápido, y en realidad, esto va en sintonía con el interés general de la norma, que es el de tener 
más concursos y mucho menos quiebras. Es decir: que apenas haya problemas, se den alertas tempranas y se 
logren acuerdos ya sea a nivel privado o bien homologaciones o acuerdos con el juez, pero que sean 
rápidamente aceptados. Termino con esto, porque no quiero aburrir a la Comisión, y sé que el señor 
Presidente lo conoce: uno de los grandes dramas que se presentan es que algunos acreedores "juegan" lo digo 
entre comillas porque no es técnicamente correcto a la extensión del proceso concursal, porque son los que 
tienen más espalda financiera para terminar en mejores condiciones en el acuerdo que van a hacer. Y este tipo 
de circunstancias me parece que fortalece a una de las partes que normalmente es la más débil, que es la 
laboral, porque da un mecanismo de presión frente a los demás. 


No digo que no sea razonable la posición que usted sustenta, señor Presidente y quiero ser absolutamente 
franco: nosotros discutimos el planteo de hacer este agregado y en términos personales, a modo de 
fundamento de voto no para convencer al Presidente sino simplemente para dejar sentada mi posición, creo 


que a pesar de la distorsión que genera, tiene una ventaja como la que he planteado y por lo tanto, he votado 
el artículo por esa razón. Como el que esgrimía el señor Presidente es un muy buen argumento, quería dejar 
sentadas las razones por las cuales votamos este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se trata de una justificación de algo que, en su origen por lo menos, desde mi 
posición, es de dudosa razonabilidad. Creo que todas estas modificaciones que se han hecho a los 
artículos en lo que tiene que ver con los créditos laborales, distorsionan y tratan de buscar un objetivo 
que en la legislación laboral ya existe, y lo único que hacen es contribuir negativamente a este proyecto 
de ley. 


No queda ningún otro artículo por considerar. 


SEÑOR CÁNEPA.- Propongo al señor Diputado Salsamendi como miembro informante del proyecto 
de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota) 
——- Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


